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REPÚBLICA DE PANAMÁ
ónctr.lo JUDIcIAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVO

SALA DE LO CONTENCIOSO

Panamá, cinco (5) de enero de dos mil veintitrés (2023)'

VISTOS:

ElLicenciadoAugustoAlfredoBerrocalBerrocal,actuandoennombrey

representación de cLoTILDE AMALIA VEJAS RODR|GUEZ, ha promovido ante

la sala Tercera de la corte suprema de Justicia, Demanda contencioso

Administrativa de Plena Jurisdicción, para que se declare nulo, por ilegal' el

Decreto de Personal No. 108 de 2 de agosto de 2019, emitido por el Ministerio de

vivienda y ordenamiento Territorial, a través de la cual se dejó sin efecto su

nombramiento en el cargo que ocupaba en esa entidad, así como su acto

confirmatorio, y para que se hagan otras declaraciones'

Mediante la Providencia de 3 de diciembre de 2019, visible a foja 31 del

Expediente, se admitió la Demanda, ordenándose el kaslado a la Entidad

demandada para que rindiera el lnforme Explicativo de conducta, de acuerdo con

lo contemplado por el artículo 33 de la Ley 33 de 1946; y al Procurador de la

Administración, por el término de cinco (5) dÍas'
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I. LA PRETENSIÓN Y SU FUNDAMENTO.

En el Proceso bajo estudio, la demandante, CLOTILDE AMALIA VEJAS

RODRíGUEZ, acude ante este Tribunal con la finalidad de obtener la declaratoria

de ilegalidad del Decreto de Personal No. 108 de 2 de agosto de 2019, emitido

por el Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Tenitorial, a través del cual se

resolvió lo siguiente:

..RESUELVE:

ARTíCULO PRIMERO: Dejar s¡n efecto el nombramiento de la servidora
pública CLOTILDE VEJAS RoDRIGUEZ, con cédula No. 8-463-90, seguro
social No. 035-7059, del cargo de Sub Director Nacional, pos¡c¡ón 3016, salario
de B/. 1,500.00, con cargo a la part¡da presupuestar¡a 0.14.0.2.001.02.0'1.001,
conten¡do en el Decreto de Personal No. 6 del 29 de enero de 20'13.

ARTiCULO SEGUNDO: Reconocer al servidor público las prestaciones
económicas que por ley le corresponden.

ARTíCULO TERcERo: Se advierte al interesado que contra el presente
Decreto sólo procede el Recurso de Reconsideración, del cual podrá hacer uso
dentro de los cinco (5) días hábiles s¡guientes a la not¡f¡cación."

Como consecuencia de la declaratoria de nulidad del acto administrativo

impugnado y su confirmatorio, la Accionante solicita a la Sala Tercera que ordene

su reintegro al cargo que ocupaba junto con el pago de los salarios dejados de

percibir, desde su remoción hasta el momento en que se efectúe su

reincorporación.

Entre los hechos y om¡s¡ones que fundamentan la Demanda, el apoderado

judicial de la recurrente sostiene que su mandante empezó a laborar hace más de

ocho (8) años como personal permanente. Continúa indicando que la destitución

efectuada por la autoridad nom¡nadora contraviene la normativa que rige la

materia, ya que el Reglamento lnterno indica claramente que para que un

funcionario permanente pueda ser destituido, debe instaurarse un Procedimiento

Disciplinario que devenga en una causal de máxima gravedad'

Alega, que no inició una investigaciÓn disciplinaria o de cualquier otra

naturaleza en la que se haya constatado la falta incunida por su representado,

que diera como resultado su destitución, por lo que hay una total violación al

debido proceso y al Principio de Debida Motivación, al no establecer en forma
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exhaustiva y prec¡sa, las imputaciones endilgadas a su mandante; es decir, las

funciones inherentes a su cargo que ha incumplido.

lndica que su poderdante presentó un Recurso de Reconsideración

decidido a través de la Resolución No. 620-2019 de 3 de septiembre de 2019, que

conf¡rmó el acto administrativo prlncipal en todas sus partes, quedando asi

agotada la vía gubernativa.

Por último, arguye el apoderado judicial que su representada se encuentra

amparada por el fuero consagrado en la Ley 59 de 2005, sobre enfermedades

crónicas, ya que padece Hipertensión Arterial y Diabetes, situación que era de

conocimiento de la institución.

II. D¡SPOSICIONES LEGALES QUE SE ADUCEN COMO INFRINGIDAS

POR LA PARTE ACTORA.

La recurrente estima que, con la emisión del Decreto de Personal No. 108

de 2 de agosto de 2019, se vulneran los siguientes preceptos normativos:

F Los artículos 127,153, 161 y 162 del Decreto Ejecutivo N'696 de

28 de diciembre de 2018, que adopta el Texto Único de la Ley I de 1994, que

establece y regula la Carrera Administrativa, modificado por la Ley 23 de 2017:

que indican, respectivamente, los casos en los que el servidor público quedará

retirado de la Administración; de la prescripción para la persecución de las faltas

administrativas que ameriten destitución directa; de la duración respecto a la

investigación que deba realizar la Oficina lnstitucional de Recursos Humanos; y

del informe que debe rendir dicho departamento en conjunto con el superior

jerárquico ante la autoridad nominadora;

> Los artículos 34 y 155 (numeral 1) de la Ley 38 de 31 de julio de

2000, los que señalan que las actuaciones administrativas en todas las entidades

públicas se efectuarán sin menoscabo del debido proceso legal y del Principio de

Estricta Legalidad; y que deben encontrarse motivados aquellos actos que afecten

derechos subjetivos;
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} Los artículos 172 y 182 del Decreto Ejecutivo 222 de 12 de

sept¡embre de 1997, que reglamenta la Ley I de 1994, que expresan que la

aplicación de una sanción disciplinaria deberá ser el resultado final de un

Procedimiento Administrativo donde se hayan investigado los hechos; y que no se

impondrán tales amonestaciones en los casos en que la actuación del servidor se

haya enmarcado en los deberes y derechos reconocidos en la Ley;

> Los artículos 88, 98 (literal d), 102 (numeral 6), 103, 104 y 105 del

Reglamento lnterno del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Tenitorial,

disposiciones que, en su orden, establecen que la destitución se aplicará como

medida máxima disciplinaria al servidor público por reincidencia en el

cumplimiento de deberes; Ios tipos de sanciones disciplinarias, entre éstas la

destitución; la conducta de máxima gravedad que amerita destitución directa,

cons¡stente en alterar, retardar o negar injustificadamente el trámite de asuntos,

de acuerdo a las funciones del cargo; de la investigación que precede a la

aplicación de sanciones disciplinarias; del proceso de la investigación; y del

informe como resultado de la misma; y

> Los artículos 1,2 y 4 de la Ley 59 de 2008, con las modificaciones

vigentes al momento de los hechos, que señalan que todo trabajador a quien se

le diagnostique una enfermedad crónica, degenerativa, y/o involutiva que le

produzca discapacidad laboral, tiene derecho a mantener su puesto de trabajo;

que d¡cha afección no podrá ser invocada como una causal de despido; y que la

destitución solo podrá efectuarse por causa justificada.

II1. INFORME DE CONDUCTA POR LA AUTORIDAD DEMANDADA.

La entonces Ministra de Vivienda y Ordenamiento Territorial, mediante la

Nota DMV-734-2019 de 10 de diciembre de 2019, remitió el lnforme Explicativo

de Conducta, en el que expuso un recuento de los distintos nombramientos

efectuados a la señora CLOTILDE AMALIA VEJAS RODRÍGUEZ, y los cargos

que ha ocupado dentro de la entidad.
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Continúa explicando que, a través del Decreto de Personal No. 108 de 2 de

agosto de 2019, se dejó sin efecto el nombramiento de CLOTILDE AMALIA

VEJAS RODR¡GUEZ, toda vez que no era una funcionaria que estaba

incorporada a la Carrera Administrativa; por ende, era de libre remoción al

encontrarse sujeta a Ia potestad discrecional de la autoridad nominadora, decisión

que fue recurrida por la prenombrada y confirmada mediante Resolución

Administrativa No. 620-2019 de 3 de septiembre de 2019.

Finalmente, respecto al fuero por enfermedad invocado por la Demandante,

explica que no consta en el expediente de personal certificación que permita

establecer que la señora CLOTILDE AMALIA VEJAS RODRíGUEZ, previo a Ia

fecha en que fue desvinculada, haya sido evaluado por la Comisión

lnterdisciplinaria que establece la Ley 59 de 2005, para considerar le asiste el

derecho a la referida protección laboral.

IV. CRITERIO DE LA PROCURADUR¡A DE LA ADMINISTRACIÓN.

El señor Procurador de la Administración, a través de la Vista N'041 de 8 de

enero de 2020, solicita a la sala Tercera que se declare que no es ilegal el Decreto

de Personal No. 108 de 2 de agosto de 2019, emitido por el Ministerio de vivienda

y Ordenamiento Territorial, ni su acto confirmatorio; y, en consecuencia, se

desest¡men las pretensiones de la Accionante.

En este contexto, luego de exponer unos breves antecedentes del caso,

manifiesta el Representante del Ministerio Público que el acto objeto de

controversia tuvo su fundamento en la potestad discrecional que le está atribuida

a la autoridad nominadora para nombrar y remover libremente a los funcionarios

que carezcan de estabilidad en el cargo, por no haber ingresado mediante un

concurso de méritos o encontrarse amparado por alguna Ley especial' de

conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 del Reglamento lnterno del Ministerio

de Vivienda y Ordenamiento Territorial; en concordancia con el artículo 2 del Texto

Único de la Ley 9 de 1994 (Cfr. fojas 40-49 del Expediente Judicial).

5



En otro orden de ideas, indica que en el caso que nos ocupa no consta

documento o certificación médica que perm¡ta acreditar los padecimientos

alegados por la señora CLOTILDE AMALIA VEJAS RODRíGUEZ, que éstos le

produzcan discapacidad laboral; es decir, que limite su capacidad de trabajo, y

que hayan sido del conocimiento de la entidad demandada previo a la fecha de la

emisión del acto acusado de ilegal (Cfr. fojas 50-52 del Expediente Judicial).

V. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN.

El Procurador de la Administración, por medio de la Vista N" 1180 de 12 de

julio de 2022, reile¡a, sin mayores variantes, la posición vertida en el escrito de

Contestación (Cfr. fojas 96-98 del Expediente Judicial).

Por su parte, el apoderado judicial de la Accionante, no presentó escrito

alguno.

VI.DECIS¡ÓN DE LA SALA.

Surtidos los trámites que la Ley establece y, luego de conocer los

argumentos del Demandante, así como también los de la Entidad demandada,

procede la Sala a rcalizar el examen de legalidad que compete.

> Competencia del Tribunal.

De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 206 (numeral 2) de la

Constitución Política de Panamá, en concordancia con el artículo 97 (numeral 1)

del Código Judicial, se establece como competencia de la Sala Tercera de la Corte

Suprema de Just¡c¡a, el conocimiento de los Decretos, Órdenes, Resoluciones o

cualesquiera Actos, sean generales o individuales, que se acusen de ilegales,

sustento jurídico que le permite a esta Corporación conocer de la Demanda bajo

estudio.

F Acto Administrativo Objeto de Reparo.

El Acto Administrativo que se impugna, lo constituye el Decreto de Personal

No. 108 de 2 de agosto de 2019, emitido por el Ministerio de Vivienda y

Ordenamiento Territorial, por medio del cual se dejó sin efecto el nombramiento
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de CLOTILDE AMALIA VEJAS RODRíGUEZ en el cargo que ocupaba como Sub

Director Nacional en esa entidad.

F Sujeto Procesal Act¡vo.

En el negocio jurÍdico que ocupa nuestra atención, el Licenciado Augusto

Alfredo Berrocal Berrocal, comparece al Tribunal actuando en nombre y

representación de CLOTILDE AMALIA VEJAS RODRíGUEZ, cuyas generales se

encuentran descritas en el poder conferido.

F Sujeto Procesal Pasivo.

Lo es el Ministro de Vivienda y Ordenamiento Territorial, representado por

el Procurador de la Administración, quien en ejercicio del rol consagrado en el

numeral 2 del artículo 5 de la Ley 38 de 31 de julio de 2000, actúa en defensa de

los intereses de la Entidad demandada.

En este orden de ideas, esta Superioridad observa que el apoderado

judicial de quien recurre acusa de ilegal el Decreto de Personal No. 108 de 2 de

agosto de 2019, proferido por el Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial,

sustentando sus cargos de infracción de la siguiente manera:

. Argumenta el activador judicial que los articulos 127,153, 161 y

162 del Decreto Ejecutivo N'696 de 28 de diciembre de 2018, que adopta el

Texto t]nico de la Ley 9 de 1994, que establece y regula la Carrera

Administrativa fueron violados de forma directa por omisión; ya que la autoridad

nominadora estaba obligada a realizar una investigación disciplinaria, en la que

se garantizara su derecho a la defensa, se comprobaran los cargos que se le

endilgan al servidor público y se rindiera el informe correspondiente de la Oficina

lnstitucional de Recursos Humanos en el que se plasmara el incumplimiento de

los deberes incurridos por el Actor que corroboraran que éste incunió en alguna

causal de destitución.

. lgualmente, sostiene que se trasgredieron los artículos 34 y 155

(numeral 1) de la Ley 38 de 31 de lulio de 2000, ya que al emitirse el acto

administrativo objeto de reparo, la Entidad estaba en la obligación de actuar con
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apego a los Principios de Debido Proceso y Estricta Legalidad, lo que implicaba

la instauración previa de un Procedimiento Disciplinario en el que expresaran

mínimamente las razones que se tuvo para terminar la relación jurídica que

vinculaba a su mandante con la autoridad nominadora, pues mantenÍa una

antigüedad mayor de dos (2) años al servicio del Estado.

o Asimismo, señala como normas infringidas los artículos 172 y 182

del Decreto Ejecutivo 222 de 12 de septiembre de 1997, puesto que, según

expone, su mandante es una funcionaria con conocimientos técnicos, calificada

para el cargo que ostentaba, inclusive con reconocimientos por su gran

desempeño, por lo que, al no incoarse un Procedimiento Disciplinario, la entidad

prejuzga su actuar sin permitírsele hacer uso de su derecho a la defensa.

¡ A su vez, indica quien activa la vía jurisdiccional que el acto acusado

de ilegal trasgrede los artículos 88, 98 (literal dl, 102 (numeral 6)' 103, 104 y

105 del Reglamento Interno del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento

Territorial, ya que dicho cuerpo normativo prevé taxativamente las faltas

disciplinarias por las cuales el serv¡dor público le es aplicable Ia sanción de

dest¡tución, y, en el caso de su mandante, ésta no incurrió en la comisión de

ninguna, así como tampoco ha sido reincidente de alguna infracción

administrativa.

. Por último, alega se han quebrantado los artículos 1 ,2 y 4 de la Ley

59 de 28 de diciembre de 2005, puesto que el acto demandado desconoce la

condición de enferma crónica de su representada al padecer H¡pertensión Arterial

y Diabetes, en consecuencia, al encontrarse amparada bajo la protección laboral

reconocida en dicha excerpta, no le era aplicable la facultad discrecional de Ia

autoridad nominadora.

Realizadas las anteriores consideraciones, pasaremos a hacer una revisión

y análisis del fundamento legal, así como también de los elementos probatorios

allegados al Proceso a fin de determinar si le asiste o no la razón a la Demandante.
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. Exped¡ente de Personal

De la revisión del Expediente Administrativo remitido por el Ministerio de

Vivienda y Ordenamiento Territorial, la Sala observa que por medio del Decreto

de Personal No. 428 de 20 de julio de 2012, dicha entidad nombró a CLOTILDE

AMALIA VEJAS RODRíGUEZ en el cargo de Sub Director Nacional, con un

salario de mil cuatrocientos veinticinco balboas (B/. 1425.00), del cual tomó

posesión el 2 de julio de 2012 (Cfr. fojas 17 y 20 del expediente administrativo).

Seguidamente, mediante el Decreto de Personal No.6 de 29 de enero de

2013, CLOTILDE AMALIA VEJAS RODR¡GUEZ fue nombrada en el mismo

cargo, pero con un salario de mil quinientos balboas (B/. 1,500.00)

posesionándose del mismo el 16 de mayo de 2013 (Cfr. fojas 36 y 39 del

expediente administrativo).

Luego de ello, la actora, CLOTILDE AMALIA VEJAS RODR¡GUEZ, a

través de la Resolución Administrativa No. 17 de 24 de marzo de 2015, fue

trasladada del Despacho superior al Departamento de seguridad (Recepción) por

necesidad del servicio (Cfr. foja 58 del expediente administrativo).

Dado lo anterior, de conformidad con las piezas procesales que reposan en

el Expediente de Personal de quien recurre, esta Sala observa que CLOTILDE

AMALIA VEJAS RODR¡GUEZ no ingresó al Ministerio de Vivienda y

ordenamiento Territorial por medio de algún procedimiento de selección de

personal basado en un concurso de méritos y competencia del recurso humano,

para ocupar la posición que ostentaba; razón por Ia cual, la recurrente no gozaba

de estabilidad laboral en el cargo.

En este sentido, se puede definir la estabilidad laboral de un servidor

público, como la inamovilidad del cargo de la que goza un funcionario, en la que

se le garant¡ce que no puede ser removido de su puesto de trabajo

discrecionalmente, salvo que medie una causa iustificada o previa instauración de

un Procedimiento DisciPlinario.
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Tal como lo ha desarrollado esta Corporación de Justicia en reiterada

jurisprudencia, la estabilidad laboral de un servidor público dentro de la

Administración Pública, es adquirida ya sea por su formal incorporación a la

Carrera Administrativa o alguna de las demás Carreras Públicas consagradas en

la Constitución, que se lleva a cabo una vez se haya dado cumplimiento a los

requisitos y procedimiento especiales previstos en la Ley.

O bien por los casos en que el propio ordenamiento jurídico así lo dispone;

es decir, aquellos en los que la Ley reconoce un régimen de estabilidad especial

u otorga una protección laboral producto de una condición inherente al servidor

público, que haya sido debidamente acreditada, como lo es el fuero por

enfermedad, que ha sido invocado por la Accionante en su Libelo.

En este escenario, el apoderado judicial de CLOTTLDE AMALIA VEJAS

RODR|GUEZ, sostiene que su representada se encontraba amparada por la

protección laboral consagrada en la Ley 59 de 28 de diciembre de 2005, en virtud

de sus padecimientos de "Hipertensión Añerial y Diabetes".

Al respecto, el artículo 1 de la Ley 59 de 28 de diciembre de 2005,

modificada por la Ley 25 de 19 de abril de 2018, dispone lo siguiente:

"Artículo l. El artículo 1 de la Ley 59 de 2005 queda así:

Todo trabajador, nacional o extranjero, a quien se le detecte
enfermedades crónicas, involutivas y/o degenerativas, así como

insuficiencia renal crónica, que produzcan discapacidad laboral, tiene

derecho a mantener su puesto de trabajo en igualdad de condic¡ones a

las que tenía antes del d¡agnóstico médico."

En igual sentido, el artículo 5 de la referida excerpta, según fue modificado

por la Ley 23 de 19 de abril de 2018, establece el medio idóneo para certificar

el padecimiento que el trabajador alegue; norma que es del siguiente tenor:

"Artículo 5. El artículo 5 de la Ley 59 de 2005, queda así:

Artículo 5. La certificación de la condición física o mental de
las personas que padezcan enfermedades crónicas , ¡nvolutivas y/o

oue produzcandegenerativas, asÍ como insufic¡enc¡a renal crónica,
discapacidad laboral , será expedida por una com¡s¡ón ¡nterdisc¡pl¡nar¡a

nombrada para tal fin o por el dictamen de dos m
idóneos del ramo. La persona mantendrá su pu

éd¡cos espec¡al¡stas
esto de trabajo hasta

que dicha comisión dictamine su condición." (La negrita es nuestra).

AsÍ las cosas, se observa que la Ley 59 de 28 de diciembre de 2005, tiene
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por cometido la instauración de una protección laboral para aquellos trabajadores

a los que se les d¡agnostiquen enfermedades crónicas, involutivas y/o

degenerativas que produzcan discapacidad laboral, quienes tienen derecho a

mantener sus puestos de trabajo en igualdad de condiciones.

Arribado este punto, a fin de corroborar los argumentos expresados por la

parte actora, esta Sala considera que la Accionante no acreditó en los términos

que la Ley estipula que las afecciones de salud que ha invocado en su Demanda,

pues el diagnóstico de "Diabetes Mellitus" e "Hipeftens¡ón Arter¡a|", que se observa

a foja 98 del expediente adminiskativo, no cumple con las formalidades previstas

el artículo 5 de la Ley 59 de 2005; por lo que se descarta este cargo de infracción.

Así las cosas, tomando en cuenta el mecanismo de ingreso de CLOTILDE

AMALIA VEJAS RODR¡GUEZ al Ministerio de Vivienda y Ordenamiento

Territorial, al momento de emitirse el acto demandado, la misma no se encontraba

amparada ya sea por el sistema de Carrera Administrativa; o por alguna Ley

especial que le confiriera tal condición; en consecuencia, no gozaba del derecho

a la estabilidad laboral.

En este sentido, se constata que la Demandante ostentaba el estatus de

servidor público permanente. Al respecto, el articulo 2 (acápite 37) del Decreto

Ejecutivo 696 de 28 de diciembre de 2018, "Que adopta el Texto Único de ta Ley

9 de 1994, que establece y regula la Canera Administrativa, modificada por la Ley

23 de 2017", conceptualiza la permanencia de la siguiente manera:

"37 . Puesto público permanente. Posición en la estructura de

personal del Estado, existente para cubrir una necesidad constante de

servicio público."

L1,

lt

Del marco conceptual expuesto, se deduce que la permanencia del

funcionario en una determinada posición o cargo, más allá de interpretarse como

el reconocimiento automático a la estab¡lidad laboral, implica más bien que dicho

servidor público está ocupando una posic¡ón de la estructura institucional, sin que
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Que de acuerdo con el expediente de la servidora pública

CLOTILDE Ve¡lS ROORíGUEZ, con cédula de identidad personal No.

8-463-90, que reposa en esta entidad gubernamental, éste no ha sido

incorporado a la Carrera Admin¡strat¡va, ni posee ninguna otra condición
legal que le asegure estab¡lidad en el cargo'

Que la servidora priblica CLOTILDE VEJAS RODRíGUEZ, carece

de ¡namov¡lidad o estabilidad reconocida por ley al haber sido designado

en base a la facultad e.iercida por la autoridad nominadora."

Baio este contexto, este Tribunal observa que, en efecto' la lnstitución,

expresó a la Demandante las razones que conllevaron a que se dejara sin efecto

su nombramiento, al indicársele que era una funcionaria de libre nombramiento y

remoción, según lo dispuesto en el Texto Único de la Ley 9 de 1994 "que regula

la canera Administrativa", decisión que se llevó a cabo con sustento en la

potestad discrecional que tiene la Autoridad Nominadora para llevar a cabo estas

acciones de personal en la Administración Pública.

Así las cosas, le compete a la autoridad nominadora no solo el

nombramiento, sino también su remoción, según lo dispone el artículo 629

(numeral 18) del Código Administrativo, que establece:

'Artículo 629: Corresponde al Presidente de la RepÚblica como

suprema autoridad administrativa:

18. Remover los empleados a su elección, salvo cuando Ia

Constituc¡ón o las leyes dispongan que no son de libre remoción "

T2

su nombramiento tenga fecha de finalización, hasta tanto adquiera la condición

de servidor de Carrera, o, en su defecto, sea desvinculado del puesto.

En consecuencia, en el caso que ocupa nuestra atención, la Administración

se encontraba en la potestad de ejercer la facultad de resolución "ad nutum": es

decir, de revocar el acto de nombramiento, con fundamento en la voluntad de la

Administración y su discrecionalidad, lo que conlleva a que la autoridad

nominadora, debe explicar sus razones de oportunidad y conveniencia, tal como

ocurre en el caso en estudio, en el que se pone de manifiesto en Ia parte mot¡va

del Decreto de Personal No. 108 de 2 de agosto de 201 9, que en lo medular indica:



En atención a lo dispuesto en la citada norma, el Presidente de la

República, en conjunto con la entonces Ministra de Vivienda y Ordenamiento

Territorial, se encontraban en la plena facultad para expedir el Decreto de

Personal No. 108 de 2 de agosto de 2019, por medio del cual se dejó sin efecto el

nombramiento de CLOTILDE AMALIA VEJAS RODRíGUEZ del cargo de Sub

Director Nacional que ocupaba en dicho Ministerio.

Sobre la materia, esta Corporación de Justicia se ha pronunciado en

innumerables ocasiones bajo los siguientes términos:

En atención a tales hechos, la situación jurídica planteada
nos permite establecer, en cuanto a la enfermedad alegada y su
consecuente condición de discapacidad producida por ésta, que

tales condiciones, no han sido debidamente probadas, ni

acreditadas, por la accionante. En ese sentido, se evidencia que la
activadora jurisdiccional, no aportó él o los documentos idóneos,
que acrediten su padecimiento de hipertensión arterial, de
conformidad a lo establecido en el artículo 5 de la citada Ley 59 de
2005, modificada por la Ley 25 de 19 de abril de 2018.

En este sentido, y dado que la accionante no se
encuentra amparada bajo un Régimen de Protección laboral,
su desvinculación, obedeció al hecho que la misma, ocupaba
un cargo de libre nombramiento y remoción, por lo que, la
Autoridad nominadora tenía la potestad para destituirla
libremente de su cargo, razón por la cual, no se encuentran
probados los cargos de infracción alegados por la parte actora
de los artículos 1,2y 4 de la ley 59 de 2005, modificada por la
Ley 25 de 19 de abril de 2018.

En relación al reclamo del pago de salarios caídos, el mismo
para que se haga valer, depende de la reincorporación a su estatus
de servidor público, por lo que el mismo no es procedente.

Luego de lo plasmado, esta Superioridad considera que el

acto administrativo objeto de impugnación no vulnera las normas
invocadas; por tanto, podemos indicar que lo procedente es
declarar que no es ilegal el acto impugnado.

PARTE RESOLUTIVA
Por consiguiente, la Sala Tercera de lo Contencioso

Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, administrando
justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley'
'OECLRRA 

QUE NO ES ILEGAL, el Decreto de Personal N'310 de

05 de agosto de 2020, emitido por el Ministerio de Vivienda y

Ordenamiento Territorial."l

r Sentencia de 29 de dic¡embre de 2021 de la Sala Tercera de lo Contencioso Adm¡n¡strativo y

Laboral.
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En virtud de los razonamientos previamente expuestos, esta Superioridad

debe acotar que, en el caso bajo examen, no era necesario que el Estado hiciera

uso del Poder Disciplinario, toda vez que la desvinculación de CLOTILDE

AMALIA VEJAS RODR¡GUEZ del cargo que ocupaba no se efectuó como

resultado de la comisión de alguna causal disciplinaria contemplada en el

Reglamento lnterno del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial, sino que

fue sustentada en el ejercicio de la facultad discrecional de la autoridad

nominadora; en consecuencia, no se requería la apertura del Procedimiento

Disciplinario que alega la parte actora fue omitido.

Por último, con respecto a la solicitud del pago de los salarios dejados de

perc¡bir por la señora CLOTILDE AMALIA VEJAS RODR|GUEZ, esta

corporación de Justicia no puede acceder a lo pedido, puesto que la sala Tercera

de la corte ha reiterado en inveterada jurisprudencia que en cumplimiento de lo

dispuesto en el artículo 302 de la constitución Política de Panamá, los derechos

de los servidores públicos para que puedan ser reconocidos, deben ser

contemplados en una Ley formal, que los fije, determine y regule'

En consecuencia, el pago de los salarios caídos para que pueda hacerse

valer, debe ser reconocido a través de Leyes con carácter general o especifico,

que otorguen al servidor público tal prerrogativa, por lo que la viabilidad de toda

pretensión que en relación a este punto intente hacerse efectiva contra el Estado,

sólo prosperará en el caso que exista una norma con rango de la Ley formal

aplicable de manera directa al caso, que lo haya dispuesto de manera expresa, lo

cual no ocurre en el negocio jurídico bajo estudio.

Toda vez que los cargos de violación alegados por la parte actora no

acreditan la ilegalidad del Decreto de Personal No. 108 de 2 de agosto de 2019,

que se recurre, no es procedente declarar la nulidad del acto ni acceder a las

consecuentes declaraciones solicitadas.
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En virtud de las consideraciones previas, la Sala Tercera de la Corte

Suprema, administrando Justicia en nombre de Ia República y por autoridad de la

Ley, DECLARA QUE NO ES ILEGAL el Decreto de Personal No. 108 de 2 de

agosto de 2019, emitido por el Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial,

ni su acto confirmatorio, y, en consecuencia, se niegan las demás pretensiones

invocadas por la Demandante.

NOTIFIQUESE,

CARLOS A BERTO SQUEZ REYES
DOGIS

GECILI CEDA SE RIQUELME MAR OLA
AGIST DO ISTRADA

SAS
ETARIA
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